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DICTAMEN AFIRMATIVO DE MAYORÍA 

 

REFORMA DEL ARTÍCULO 35 DE LA LEY N° 8660, FORTALECIMIENTO Y 
MODERNIZACIÓN DE LAS ENTIDADES PÚBLICAS DEL SECTOR 

TELECOMUNICACIONES, DE 8 DE AGOSTO DE 2008, Y EL ARTÍCULO 12 
DE LA LEY N° 12, LEY DEL INSTITUTO NACIONAL DE SEGUROS, DE 30 

DE OCTUBRE DE 1924          
 

 

EXPEDIENTE N.° 20.909 

 

Los suscritos diputados, integrantes de la Comisión Permanente Ordinaria de 

Asuntos Hacendarios, rendimos DICTAMEN AFIRMATIVO DE MAYORÍA sobre 

el expediente legislativo N° 20.909 “REFORMA DEL ARTÍCULO 35 DE LA LEY 

N° 8660, FORTALECIMIENTO Y MODERNIZACIÓN DE LAS ENTIDADES 

PÚBLICAS DEL SECTOR TELECOMUNICACIONES, DE 8 DE AGOSTO DE 

2008, Y EL ARTÍCULO 12 DE LA LEY N° 12, LEY DEL INSTITUTO NACIONAL 

DE SEGUROS, DE 30 DE OCTUBRE DE 1924”, con fundamento en las 

siguientes consideraciones: 

 

1. GENERALIDADES DEL PROYECTO DE LEY: 

 

El objetivo de esta propuesta es regular los alcances de la confidencialidad de la 

información que puede ser declarada tanto por el Instituto Costarricense de 

Electricidad (ICE), como por el Instituto Nacional de Seguros (INS), a partir de 

las atribuciones que les confiere la Ley N° 8660, Ley de Fortalecimiento y 

Modernización de las Entidades Públicas del Sector Telecomunicaciones, y la 

Ley N° 12, del Instituto Nacional de Seguros, respectivamente.  

 

En términos generales, el texto dictaminado establece el órgano competente 

para declarar la confidencialidad de la información, así como la necesidad de 

fundamentar el acto y el plazo por el cual se mantendrá dicha condición. Además, 

de conformidad con la jurisprudencia de la Sala Constitucional, se indica que la 

confidencialidad solamente aplica para aquellos segmentos institucionales que 

operan bajo las reglas de la libre competencia, excluyéndose por ende aquellas 

otras actividades en monopolio, los estados financieros y el resto de la 

información contable, que es de carácter público. De igual manera, se introduce 

la facultad para que las entidades públicas que realicen funciones de control y/o 

fiscalización de la Hacienda Pública, así como los órganos jurisdiccionales, 

puedan acceder a la información confidencial en el entendido que deberán 
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resguardar la confidencialidad e integridad de la información frente a otros 

sujetos no autorizados por ley.  

 

En el caso del INS, la reforma propuesta se encamina en la misma dirección que 

para el ICE, salvo algunos temas muy puntuales que fueron recomendados por 

la Superintendencia General de Seguros (SUGESE), como por ejemplo la 

protección al consumidor, en el sentido que la información de carácter personal 

del cliente si resulta confidencial y propiedad de éste. Además, debe aclararse 

que toda aquella información relacionada con bienes, intereses o derechos del 

tomador, asegurado o beneficiario, producto de la celebración, desarrollo, 

ejecución y terminación del contrato de seguros, tal como, pero no limitada a 

dictámenes médicos, ajustes de pérdidas y peritajes, los tomadores, asegurados 

y beneficiarios de contratos de seguros y a quienes estos autoricen, tendrán 

acceso a dicha información para la defensa de sus intereses y derechos.   

 

Este proyecto de ley se enmarca no solo dentro del derecho fundamental que 

tiene toda persona de acceder a la información pública, sino que también en la 

misma orientación de los principios de legalidad, responsabilidad, control, 

rendición de cuentas, evaluación, publicidad y transparencia que deben regir 

todas las actuaciones del Estado costarricense, sin dejar de mencionar que 

también se busca el cumplimiento de buenas prácticas en materia de gobierno 

corporativo, según los estándares de la propia Organización para la Cooperación 

y el Desarrollo Económico (OCDE). 

 

2. TRÁMITE EN COMISIÓN: 

 

El proyecto de ley fue presentado a la corriente legislativa el 23 de julio de 2018. 

Inicialmente fue delegado para su trámite a la Comisión Permanente Ordinaria 

de Asuntos Jurídicos, donde se realizaron las consultas de conformidad con lo 

que establecen los artículos 126 y 157 del Reglamento de la Asamblea 

Legislativa. Las instituciones consultadas fueron: 

 

 Superintendencia de Telecomunicaciones (SUTEL) 

 Superintendencia de Seguros (SUGESE) 

 Instituto Nacional de Seguros (INS) 

 Instituto Costarricense de Electricidad (ICE) 

 Contraloría General de la República (CGR) 

 Procuraduría General de la República (PGR).  

 

Cabe advertir que el expediente fue trasladado a la Comisión Permanente de 

Asuntos Hacendarios para continuar con el trámite correspondiente, por acuerdo 

entre las presidencias y con el visto bueno de la Presidencia de la Asamblea 

Legislativa. Una vez que ingresó al orden del día de esta Comisión, el 18 de junio 
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de 2019, el proyecto fue delegado a una subcomisión con el propósito de que 

rindiera un informe al pleno. Dicho informe fue conocido, tramitado y aprobado 

en la sesión ordinaria N° 28, celebrada el 14 de agosto del año en curso. La 

mayoría de diputados y diputadas acogieron todas las recomendaciones 

contenidas en el documento, a saber: aprobar el informe de subcomisión, 

aprobar un texto sustitutivo (que se detallará más adelante), dictaminar 

afirmativamente, consultar y publicar el texto dictaminado.   

 

3. RESPUESTAS INSTITUCIONALES:  

 

De las respuestas recibidas, extraemos lo que a nuestro juicio son las 

consideraciones más destacadas y relevantes que enriquecen la propuesta de 

ley:  

 

 Superintendencia General de Seguros (SUGESE) 

Mediante oficio SGS-0058-2019, de fecha 24 de enero de 2019, el sr. Tomás 

Soley Pérez, Superintendente de Seguros, indicó que el criterio de la SUGESE 

fue previamente coordinado con el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema 

Financiero (CONASSIF), en los siguientes términos:  

 

1. Sobre la declaratoria de confidencialidad de información por parte del INS: 

Debe tenerse presente que la entidad aseguradora está sometida a la 

supervisión prudencial y lleva adelante sus actividades en un mercado en 

competencia. Así las cosas, resulta evidente que la normativa prudencial 

requiere un mínimo de divulgación que debe respetarse para todas las 

entidades aseguradoras. Por tanto, cierta información que el Instituto 

pretendiera declarar confidencial podría más bien ser necesaria de 

divulgar. En ese sentido, debe incorporarse esa posibilidad en el artículo 

dos del proyecto de ley. 

 

2. En relación con el tema de protección al consumidor, se considera 

indispensable que, en el tercer párrafo de la norma propuesta, se aclaren 

dos puntos: por un lado, que queda excluido de lo anterior la información 

de carácter personal del cliente, la cual es confidencial y propiedad de 

este. Además, debe aclararse que toda aquella información relacionada 

con bienes, intereses o derechos del tomador, asegurado o beneficiario, 

producto de la celebración, desarrollo, ejecución y terminación del 

contrato de seguros, tal como, pero no limitada a dictámenes médicos, 

ajustes de pérdidas y peritajes, los tomadores, asegurados y beneficiarios 

de contratos de seguros y a quienes estos autoricen, tendrán acceso a 

dicha información para la defensa de sus intereses y derechos. 

 

3. En el penúltimo párrafo del artículo 12 de la Ley del Instituto Nacional de 

Seguros, que se pretende modificar mediante el artículo 2 del proyecto de 
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ley, se obliga al INS a someter sus estados financieros anuales a una 

auditoría externa independiente, basados en las normas internacionales 

de auditoría e información financiera vigentes. Sin embargo, corresponde 

advertir que el Instituto Nacional de Seguros ya se encuentra obligado por 

la normativa reguladora del mercado de seguros a presentar sus estados 

financieros anuales auditados por una firma de auditores públicos 

independiente y publicarlos.  

 
4. Finalmente, también corresponde aclarar que las NIIF les resultan 

aplicables a las entidades supervisadas por la SUGESE, incluyendo al 

propio Instituto Nacional de Seguros, por disposición expresa de la propia 

ley de creación del Instituto, así como por la normativa reguladora del 

mercado de seguros.  

 

 Instituto Nacional de Seguros (INS) 

Mediante oficio PE-00410-2018, de fecha 14 de noviembre de 2018, el sr. Elian 

Villegas Valverde, Presidente Ejecutivo, señaló que:  

 

“…el Instituto Nacional de Seguros revisó el proyecto de ley 20.909 (…) y verificó 

que no contiene disposiciones que el Instituto considere improcedentes o lesivas 

de sus intereses, por lo que no presenta objeciones ni observaciones a su 

promulgación.”  

 

Adicionalmente, hace saber a la Asamblea Legislativa el compromiso de la 

institución con la transparencia y la publicidad de la información, incluso la 

información financiera que se encuentra publicada en la página web del Instituto. 

 

 Instituto Costarricense de Electricidad (ICE) 

Mediante oficio 256-72-2018, de fecha 12 de noviembre de 2018, el Lic. Carlos 

Segnini Villalobos, Director Jurídico a.i., manifestó lo siguiente: 

 

“… el artículo 35 establece dos esferas de protección de información 

sensible. La primera de ellas versa sobre la información que el ICE y sus 

empresas obtengan de usuarios y clientes, la cual será de carácter 

confidencial, quedando restringido su conocimiento por parte de terceros, 

salvo cuando así lo solicite una autoridad legal competente, justificando su 

necesidad y por los medios respectivos. Esta primera esfera, se dimensiona 

precisamente en la tutela del Derecho Fundamental a la Intimidad y Secreto 

de la Comunicaciones, establecido en el artículo 24 de la Constitución 

Política y tutelado por la Sala Constitucional, en una fuerte jurisprudencia 

que data antes de la apertura de telecomunicaciones. Además, en la propia 

Ley General de Telecomunicaciones N° 8642, en el Título II “Régimen de 

Garantías Fundamentales”, Capítulo “Régimen de Protección a la Intimidad 

y Derechos del Usuario Final” (Artículos 41 a 48) se establece la protección 
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de los datos personales de los clientes y la privacidad de las 

comunicaciones.  Por su parte, la segunda esfera de información que tutela 

el numeral 35 de la Ley N° 8660 es el uso del instrumento de defensa 

comercial, conforme a las buenas prácticas de la industria mercantil 

internacional y tratados comerciales (bilaterales y multilaterales), 

denominado como “Trade Secrets”, mediante el cual se establece que  es 

confidencial la información relativa con las actividades del ICE y sus 

empresas, calificada por éstas como secreto industrial, comercial o 

económico, cuando por motivos estratégicos, comerciales y de competencia, 

no resulte conveniente su divulgación a terceros.”  

 

Además, cita el voto de la Sala Constitucional 2016-014027, de 30 de setiembre 

de 2016, en el tanto: 

 

“…La determinación de cuál información es la que detentan el ICE y sus 

subsidiarias    está   cubierta   por   la   confidencialidad,   el   secreto industrial,   

comercial   o   económica,   habrá   de   determinarla   este Tribunal  

Constitucional cago por caso, como necesariamente resulta de un ejercicio  

responsable  de la función jurisdiccional, de manera que  habrá  casos  o  

situaciones  en  que  el  Tribunal  estime  que  la información  se encuentra  

cobijada por la excepción  del  artículo  35 de la Ley de Fortalecimiento y 

Modernización de las Entidades  del Sector Telecomunicaciones  "que tiene 

asidero en el numeral 24 de la Constitución y la doctrina que lo informa y 

otras en que no, sin que se trate de inconsistencias  o líneas  

jurisprudenciales   contradictorias. En esta materia resulta imposible y 

judicialmente irresponsable establecer reglas rígidas y absolutas que se 

aparten del casuismo del caso concreto que es juzgado.”  

 

Finaliza manifestando que: 

 

 “…Si bien es cierto la Institución apoya la necesidad de sistematizar, 

desarrollar y operacionalizar las recomendaciones de la OCDE, en cuanto a 

que las empresas públicas deben de publicar la información financiera y no 

financiera relevante de la empresa, con arreglo a las normas de alta calidad 

reconocidas internacionalmente sobre difusión de información empresarial, 

incluidos los aspectos que afectan especialmente al Estado como propietario 

y las actividades realizadas por las empresas públicas en aras del interés de 

la ciudadanía costarricense. No obstante, también es cierto y fundamental 

que a la Institución se le debe de garantizar que cierta información 

estratégica no caerá en manos de la competencia, pues de lo contrario, su 

desaparición será una cuestión de tiempo. Esto conlleva que cualquier 

solicitud de información atinente a la actividad financiera, bancaria, industrial 

o comercial debe de ser analizada de forma concreta, objetiva y razonable, 

toda vez que la liberalización de la información puede afectar a nuestros 
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negocios. Es claro entonces, que, desde el análisis realizado, no es 

procedente esta propuesta del legislador de reformar el párrafo segundo del 

artículo 35 citado, pretendiendo darle con ello un sentido muy “público” a las 

cifras económicas y presupuestarias del ICE…” 

 

 Contraloría General de la República (CGR) 

Mediante oficio DFOE-IFR-0540, de fecha 21 de noviembre de 2018, los señores 

Gino Ramírez Solís, Gerente de Área a.i., y Francisco Monge Fonseca, 

fiscalizador, ambos de la División de Fiscalización Operativa y Evaluativa, Área 

de Fiscalización de Servicios de Infraestructura, indicaron lo siguiente:  

 

“La Contraloría General coincide en la necesidad de normar, de manera más 

clara y precisa, el alcance de la potestad otorgada a las entidades públicas 

en competencia, de declarar parte de su información como confidencial, con 

la finalidad de evitar eventuales abusos al utilizar esa figura.   De nuestra 

parte se promueve la generación de normas que garanticen siempre la 

rendición de cuentas y la transparencia con el fin que se ejerzan y evidencien 

de mejor manera la toma de decisiones y la gestión de la hacienda pública 

ante los ciudadanos.  La Administración Pública en general debe estar 

sometida al control político y público, siendo indispensables mecanismos de 

rendición de cuentas basados en información confiable y de calidad con el 

fin de evaluar los resultados obtenidos y así fortalecer la gestión pública. 

Debe tomarse en cuenta que la transparencia y la rendición de cuentas 

refuerzan la eficacia y eficiencia de las políticas públicas, al mismo tiempo 

que posibilitan el control público sobre su cumplimiento efectivo y los costos 

en que se incurre. La Administración debe divulgar, dar a conocer 

información que le es propia y propiciar la participación de los particulares 

en la discusión sobre esas políticas y actuaciones. (…) es claro que la 

confidencialidad, como limite al derecho de acceso a las actuaciones y 

estancias administrativas que protegen al ciudadano, debe ser limitada, 

restringida en su aplicación, según los parámetros que se incluyen 

actualmente en las normas 35 de la Ley N.° 8660 y 12 de la Ley N. °12, los 

cuales continuarían vigentes.  Sin embargo, la discrecionalidad que tiene la 

Administración habilitada sigue siendo amplia si consideramos que la 

definición sobre el alcance de los términos secreto comercial, industrial o 

económico continúa siendo una cuestión casuística y técnica relativa al 

negocio en sí. (…) Debe tenerse presente entonces que la función principal 

de la confidencialidad es mantener la información sensible para el negocio, 

fuera del conocimiento general, siendo indispensable para el ejercicio de 

dicha protección que el propio interesado posea y ejerza los mecanismos 

necesarios para resguardar así los datos, por motivos estratégicos, 

comerciales o de competencia. (…) Justamente, respetando la intención que 

tuvo  el legislador al asignar la potestad descrita a favor de entidades 

públicas que desarrollan sus gestiones en sectores en competencia, es 
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relevante considerar la pertinencia de no circunscribir más allá de lo 

razonable dicha facultad, dejando claro eso sí, como impedimento prudente 

a la Administración habilitada, el que no se puede declarar como información 

confidencial aquella que públicamente mantienen o deben evidenciar  los 

demás competidores del mercado, erigiéndose así  un límite a la potestad 

asignada con el que se resguardaría el objetivo de esa misma facultad y, no 

se expondría al ente público al riesgo de exhibir más información de la que 

exhiben sus competidores dentro de  las condiciones habituales de mercado.  

Ahora bien, ha de quedar claro que la confidencialidad de la información en 

el sector público no debe ser considerada como un condicionante, limitante 

o eximente del régimen de responsabilidad de toda actividad administrativa, 

ni del ejercicio imperativo de los parámetros de legalidad, integridad en la 

gestión y la rendición de cuentas que atañen a los funcionarios públicos, aún 

en aquellas entidades públicas en régimen de competencia.  (…) ha de 

precisarse que la protección al acceso general de la información de las 

entidades públicas en régimen de competencia debe imponerse contra 

aquellas personas físicas o jurídicas sujetas al derecho privado que podrían 

obtener ventaja competitiva de tal conocimiento, lo cual podría incidir 

negativamente en la implementación de la estrategia o las prácticas 

comerciales en la industria y el comercio generadas por el participante 

estatal. Siguiendo la tesis anterior, no podría evitarse que aquellas entidades 

públicas que ejercen actividades de control, supervisión o fiscalización 

accedan a la información que previamente se ha declarado confidencial por 

la entidad pública en competencia, ya que no podrían obtener ventaja 

competitiva alguna derivada del conocimiento de los datos, todo lo contrario, 

el acceso y posterior análisis de los datos garantizaría el principio de 

responsabilidad y rendición de cuentas al que se encuentra sujeta toda la 

Administración Pública. (…) nada obsta para que aquellos sujetos públicos, 

que en el ejercicio de sus competencias lo requieran, tengan acceso a la 

información confidencial. Además, en atención con el principio de 

coordinación interinstitucional, sería plausible que entre entidades de control, 

regulación, supervisión y fiscalización o autoridades públicas compartan 

dicha información, así como el análisis que de ella derive y se requiera a 

partir del ejercicio de sus competencias constitucional o legalmente 

determinadas.” 

 

De forma específica, el órgano contralor hace observaciones para el articulado 

del proyecto, a saber: 

 

 Sobre el artículo 1: El inciso a) planteado hace pertinente advertir que la 

propia Sala Constitucional a partir del voto 11526-2013 dictado el 30 de 

agosto de 2013, interpretó que la información confidencial del ICE 

únicamente es la relativa a los segmentos de su actividad que ha sido 

abierto al libre mercado, a saber, el sector de telecomunicaciones, no 
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pudiendo extenderse a otros sectores tales como el sector eléctrico o el 

servicio telefónico básico tradicional que se mantiene en monopolio.  Lo 

anterior es relevante con el fin que se valore precisar el alcance de la 

excepción que se pretende dar a favor de la confidencialidad del 

presupuesto institucional, aportando para su análisis la emisión de una 

posible redacción que aclare que es la información de la actividad que se 

desarrolla en competencia la que podría ser declarada confidencial, aún 

esté en el presupuesto institucional, en los planes de negocios o en la 

estrategia de empresa, no así la información que, a pesar que esté en 

estos documentos, no se encuentre regida bajo reglas de libre 

competencia, la cual será considerada de carácter público.    

 

Además, en el inciso b) tómese en cuenta que las normas internacionales 

de auditoría e información financiera vigentes constituyen estándares 

técnicos contables de carácter internacional, a modo de manual contable 

globalmente aceptado. Nuestro país se ha incorporado a esta corriente 

mediante la adopción interna de estas normas, en tanto ellas brindan la 

posibilidad de mejorar la actividad financiera partiendo de una mejor y 

mayor consistencia en las políticas contables, todo ello en aras de 

principios como el de transparencia y eficiencia, brindando, además, 

mejores herramientas para la comparabilidad. 

 

En relación con el inciso c) del texto legal propuesto se aprecia una 

reiteración de facultades ya designadas en el ordenamiento jurídico 

vigente a favor de las Comisiones que instruya la Asamblea Legislativa y 

a la Contraloría General de la República, aspecto positivo, en el caso del 

órgano contralor, ya que, en general,  se incentiva la labor que efectúa a 

favor de  la rendición de cuentas, transparencia e integridad en la gestión 

pública, mediante el ejercicio de una fiscalización rigurosa, objetiva e 

independiente. 

 

Sugieren tomar en consideración lo ya externado por el Órgano Contralor 

en sentido de estipular y sobre todo aclarar de manera general, que 

aquellas entidades públicas en atención del ejercicio de sus competencias 

constitucionales o legales de control, supervisión o fiscalización tendrán 

acceso a la información que previamente ha sido declarada confidencial 

por el ICE y sus empresas, manteniendo el deber de resguardo de dicha 

condición frente a aquellos sujetos privados no autorizados expresamente 

por ley. 

 

 Sobre el artículo 2: Hacen especial hincapié en que, en el segundo 

párrafo, ante la ambigüedad del término autoridad legalmente 

competente, se sugiere la valoración del término entidad pública en 

atención del ejercicio de sus competencias constitucionales o legales de 
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control, supervisión o fiscalización, las cuales tendrán el deber de 

resguardo de la integridad y especial condición de la información accedida 

frente a sujetos privados no autorizados expresamente por ley. 

 

4. INFORME DE SERVICIOS TÉCNICOS:  

 

El Departamento de Servicios Técnicos de la Asamblea Legislativa presentó, en 

fecha 09 de agosto de 2019, el informe AL-DEST-IJU-171-2019, en el cual hizo 

observaciones concretas para mejorar la propuesta de ley. El órgano técnico 

asesor manifestó, en lo que resulta de interés, lo siguiente:  

 

(Inciso b del artículo 35) “Este inciso podría ser inconstitucional ya que 

coloca a una auditoría externa independiente por encima de la Ley General 

de Control Interno, y la Ley Orgánica de la Contraloría General de la 

República, y hasta de la misma Constitución Política, Capítulo II 

“Contraloría General de la República” del Título VIII “Hacienda Pública”.  Y 

es que los estados financieros anuales, en primer lugar, deben estar a 

disposición de la auditoría interna, y en segundo piso, si fuese del caso, 

con intervención del ente Contralor, y claro está, podría efectivamente el 

legislador obligar a la Institución a contratar una auditoría externa 

independiente, pero como un insumo adicional a su quehacer, y en 

respuesta al engranaje y competencia que ya están establecidas en el 

ordenamiento jurídico doméstico. […] Otra cuestión, por el calado del sector 

de telecomunicaciones del ICE, los legisladores deben reflexionar acerca 

del coste que tendría contratar todos los años auditorías privadas externas, 

normalmente éstas no se hacen año a año.  Sería una carga financiera 

elevadísima para la Institución Autónoma.  Evidentemente todas esas 

contrataciones se cargarían al bolsillo de los abonados de los servicios por 

la vía de las tarifas autorizadas por la Sutel/Aresep, restándole 

competitividad.  Finalmente, es a nuestro criterio inconstitucional, la frase 

en el inciso b) que dice “La existencia de procedimientos estatales de 

control específicos no suple la necesidad de realizar auditorías externas 

independientes.”  Nuestro andamiaje constitucional y legal determina todo 

lo contrario a esta parte de la propuesta.  Habría que reformar la 

Constitución para que un texto como el ofrecido no contenga roce de esa 

índole.”  

 

(Inciso c del artículo 35) “Este inciso no tiene sentido que se plasme en el 

Proyecto de Ley, pues se tiene por descontado, por mandato constitucional, 

las atribuciones de la Asamblea Legislativa en su función de control y 

vigilancia de la hacienda pública y de la Contraloría General de la República 

como órgano auxiliar para el ejercicio de dicha función…” 
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Finaliza el informe técnico considerando que la propuesta de la iniciativa en 

estudio se circunscribe dentro del principio constitucional de “rendición de 

cuentas” consagrado en el artículo 11 de la Carta Magna. Este principio responde 

a un nuevo paradigma en la administración pública estatal, a una nueva visión 

sobre el compromiso que existe por parte del Estado costarricense de visibilizar 

y transparentar todo su accionar. 

 

5. PROPUESTA DE TEXTO SUSTITUTIVO:  

 

Como se indicó supra, el informe de subcomisión recomendó la aprobación de 

un texto sustitutivo, texto que se elaboró a partir de las observaciones y 

recomendaciones que hicieron tanto las instituciones consultadas como el 

Departamento de Servicios Técnicos. Para una mejor comprensión, se adjunta 

el siguiente cuadro comparativo entre lo que dicta actualmente la norma que se 

busca modificar, la propuesta del texto base y el texto sustitutivo que finalmente 

fue aprobado y dictaminado por la Comisión. 
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Articulo 35.- Manejo de información confidencial  

       

La información que el ICE y sus empresas obtengan de 

sus usuarios y clientes, será de carácter confidencial y 

solo podrá ser utilizada y compartida entre el ICE y sus 

empresas, para los fines del negocio. Su conocimiento 

por parte de terceros queda restringido, salvo cuando 

así lo solicite una autoridad legalmente competente, 

justificando su necesidad y por los medios respectivos.      

 

Es confidencial la información relacionada con las 

actividades del ICE y sus empresas, calificada por estas 

como secreto industrial, comercial o económico, 

cuando, por motivos estratégicos, comerciales y de 

competencia, no resulte conveniente su divulgación a 

terceros.    

ARTÍCULO 1.- Se reforma el artículo 35 de la Ley N.° 

8660, Fortalecimiento y Modernización de las 

Entidades Públicas del Sector Telecomunicaciones, de 

8 de agosto de 2008, y sus reformas.  El texto es el 

siguiente: 

 

Artículo 35.- Manejo de información confidencial 

 

La información que el Instituto Costarricense de 

Electricidad (ICE) y sus empresas obtengan de sus 

usuarios y clientes será de carácter confidencial y solo 

podrá ser utilizada y compartida entre el ICE y sus 

empresas, para los fines del negocio.  Su conocimiento, 

por parte de terceros, queda restringido, salvo cuando 

así lo solicite una autoridad legalmente competente, 

justificando su necesidad y por los medios respectivos. 

 

La información relacionada con las actividades del ICE 

y sus empresas es confidencial, calificada por estas 

como secreto industrial, comercial o económico, 

cuando, por motivos estratégicos, comerciales y de 

competencia, no resulte conveniente su divulgación a 

terceros.  Sin embargo, se debe considerar: 

 

 

a) El sentido de la confidencialidad de la 

información a que se refiere esta norma, susceptible de 

ARTÍCULO 1.- Se reforma el artículo 35 de la Ley N.° 

8660, Fortalecimiento y Modernización de las 

Entidades Públicas del Sector Telecomunicaciones, de 

8 de agosto de 2008, y sus reformas.  El texto es el 

siguiente: 

 

Artículo 35.- Manejo de información confidencial 

 

La información que el Instituto Costarricense de 

Electricidad (ICE) y sus empresas obtengan de sus 

usuarios y clientes será de carácter confidencial y solo 

podrá ser utilizada y compartida entre el ICE y sus 

empresas, para los fines del negocio.  Su conocimiento, 

por parte de terceros, queda restringido, salvo cuando 

así lo solicite una autoridad legalmente competente, 

justificando su necesidad y por los medios respectivos. 

 

Es confidencial la información relacionada con las 

actividades del ICE y sus empresas, calificada por estas 

como secreto industrial, comercial o económico, 

cuando, por motivos estratégicos, comerciales y de 

competencia, no resulte conveniente su divulgación a 

terceros. Para tales efectos, se deberá considerar lo 

siguiente: 

 

a) La confidencialidad de la información será 

declarada por el Consejo Directivo como 
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ser calificada como secreto industrial, comercial o 

económico, no incluye ni comprende los estados 

financieros, el balance de situación, el estado de 

resultados, sus anexos y, en general, el resto de la 

información contable y de sus subsidiarias, que es de 

carácter público.  De lo anterior, el presupuesto 

institucional queda excluido de dicha información por 

contener los planes de negocios y las estrategias de la 

empresa. 

 

b) Deberán someterse los estados financieros 

anuales a una auditoría externa independiente, 

basados en las normas internacionales de auditoría e 

información financiera vigentes.  La existencia de 

procedimientos estatales de control específicos no 

suple la necesidad de realizar auditorías externas 

independientes. 

 

c) Lo dispuesto en este artículo no limita a la 

Asamblea Legislativa en su función de vigilancia de la 

hacienda pública; de valerse de la Contraloría General 

de la República como órgano auxiliar para el ejercicio 

de dicha función; las atribuciones y las competencias 

de la Contraloría General de la República como órgano 

constitucional auxiliar de la Asamblea Legislativa, ni las 

comisiones legislativas que se nombren con 

fundamento en el inciso 23) del artículo 121 de la 

Constitución Política. 

órgano máximo de decisión, y deberá 

contener el fundamento técnico y legal 

correspondiente, así como el plazo durante el 

cual la información tendrá dicho carácter.  

 

b) La confidencialidad de la información 

solamente podrá aplicarse en aquellas 

actividades o servicios que se desarrollen 

bajo esquemas de libre competencia. No 

incluye a los segmentos de su actividad que 

se mantengan en monopolio, ni tampoco los 

estados financieros, sus ingresos, la custodia, 

los procedimientos y actividades 

administrativas, la inversión, el gasto y su 

evaluación, el balance de situación, el estado 

de resultados, sus anexos y, en general, el 

resto de la información contable y de sus 

subsidiarias, que es de carácter público.  

  

c) Tendrán acceso a la información declarada 

confidencial por el ICE y sus empresas, las 

entidades públicas que, por disposición 

constitucional o legal, realicen funciones de 

control, supervisión, vigilancia o fiscalización 

de la Hacienda Pública, así como también los 

órganos jurisdiccionales. Tales entidades y 

órganos deberán resguardar la 

confidencialidad e integridad de la 
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información frente a aquellos sujetos 

privados no autorizados expresamente por 

ley. 

 

 

 

 

 

Artículo 12.- Manejo de información confidencial 

 

La información que obtenga el INS de sus asegurados o 

potenciales asegurados, en virtud de un contrato de 

seguros, su ejecución o sus tratativas, es de carácter 

confidencial y solo podrá ser utilizada para los fines del 

negocio.  Su conocimiento por parte de terceros queda 

restringido, salvo cuando así lo solicite una autoridad 

legalmente competente, que justifique su necesidad y 

por los medios respectivos. 

 

 

También, es confidencial la información, relacionada 

con cualquiera de las actividades del INS, calificada por 

este como secreto industrial, comercial o económico, 

cuando por motivos estratégicos, comerciales y de 

competencia no resulte conveniente su divulgación a 

terceros.  Este tipo de información solo deberá ser 

divulgada cuando lo considere conveniente la 

ARTÍCULO 2.- Se reforma el artículo 12 de la Ley N.° 12, 

Ley Instituto Nacional de Seguros, de 30 de octubre de 

1924, y sus reformas.  El texto es el siguiente: 

 

Artículo 12.- Manejo de información confidencial 

 

La información que obtenga el Instituto Nacional de 

Seguros (INS) de sus asegurados o potenciales 

asegurados, en virtud de un contrato de seguros, su 

ejecución o sus tratativas, es de carácter confidencial y 

solo podrá ser utilizada para los fines del negocio.  Su 

conocimiento, por parte de terceros, queda 

restringido, salvo cuando así lo solicite una autoridad 

legalmente competente, que justifique su necesidad y 

por los medios respectivos. 

 

También, es confidencial la información relacionada 

con cualquiera de las actividades del INS, calificada por 

este como secreto industrial, comercial o económico, 

cuando por motivos estratégicos, comerciales y de 

competencia no resulte conveniente su divulgación a 

terceros.   

 

 

ARTÍCULO 2.- Se reforma el artículo 12 de la Ley N.° 12, 

Ley Instituto Nacional de Seguros, de 30 de octubre de 

1924, y sus reformas.  El texto es el siguiente: 

 

Artículo 12.- Manejo de información confidencial 

 

La información que obtenga el INS de sus asegurados o 

potenciales asegurados, en virtud de un contrato de 

seguros, su ejecución o sus tratativas, es de carácter 

confidencial y solo podrá ser utilizada para los fines del 

negocio.  Su conocimiento, por parte de terceros, 

queda restringido, salvo cuando así lo solicite una 

autoridad legalmente competente, que justifique su 

necesidad y por los medios respectivos. 

 

 

También, es confidencial la información relacionada 

con cualquiera de las actividades del INS, calificada por 

este como secreto industrial, comercial o económico, 

cuando por motivos estratégicos, comerciales y de 

competencia no resulte conveniente su divulgación a 

terceros. La confidencialidad de la información será 

declarada por la Junta Directiva como órgano máximo 

de decisión, y deberá contener el fundamento técnico 
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administración, o cuando alguna autoridad legalmente 

competente así lo solicite. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Toda la información que se genere a partir de las 

tratativas, los contratos y la ejecución de contratos de 

seguros ofrecidos por el INS, es propiedad de este 

último.  Los funcionarios del INS o cualquier tercero 

que tenga acceso a esta, deberán observar lo dispuesto 

en este artículo; además, deberán contar con 

autorización expresa del INS para divulgar esa 

información o darle un uso distinto al autorizado por el 

INS. 

 

 

 

Este tipo de información solo deberá ser divulgada 

cuando lo considere conveniente la Administración, o 

cuando alguna autoridad legalmente competente así lo 

solicite. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Toda la información que se genere a partir de las 

tratativas, los contratos y la ejecución de contratos de 

seguros ofrecidos por el INS es propiedad de este 

último.  Los funcionarios del INS o cualquier tercero 

que tenga acceso a esta deberán observar lo dispuesto 

en este artículo; además, deberán contar con 

autorización expresa del INS para divulgar esa 

información o darle un uso distinto al autorizado por el 

INS. 

 

y legal correspondiente, así como el plazo durante el 

cual la información tendrá dicho carácter.  

 

Este tipo de información solo deberá ser divulgada 

cuando lo considere conveniente la Administración, 

cuando un órgano jurisdiccional o alguna entidad 

pública en atención del ejercicio de sus competencias 

constitucionales o legales de control, supervisión, 

vigilancia o fiscalización de la Hacienda Pública así lo 

soliciten, y en los casos previstos por leyes especiales,  

así como cuando se refiera a información de 

divulgación general relativa a sus actividades y 

posición financiera, exigible por igual a todas las  

entidades aseguradoras en virtud de su participación 

en el mercado de seguros,  de conformidad con lo 

establecido en la normativa reguladora del mercado 

de seguros. 

 

Toda la información que se genere a partir de las 

tratativas, los contratos y la ejecución de contratos de 

seguros ofrecidos por el INS, es propiedad de este 

último, salvo la información de carácter personal del 

cliente, que es confidencial y de la cual es su dueño, 

de conformidad con lo que al respecto dispone la Ley 

de Protección de la Persona frente al tratamiento de 

sus datos personales; Ley Reguladora del Mercado de 

Seguros y Ley Reguladora del Contrato de Seguros. Los 

funcionarios del INS o cualquier tercero que tenga 
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El sentido de la confidencialidad de la información a 

que se refiere esta norma, susceptible de ser calificada 

como secreto industrial, comercial o económico, no 

incluye ni comprende los estados financieros, el 

balance de situación, el estado de resultados, sus 

anexos y, en general, el resto de la información 

contable y de sus subsidiarias, que es de carácter 

público.  De lo anterior, el presupuesto institucional 

queda excluido de dicha información por contener los 

planes de negocios y estrategias de la empresa. 

 

acceso a esta, deberán observar lo dispuesto en este 

artículo; además deberán contar con autorización 

expresa del INS para divulgar esa información o darle 

un uso distinto al autorizado por el INS. Sin embargo, 

las partes contractuales, terceros interesados y a 

quienes ellos autoricen, tendrán acceso a toda aquella 

información relacionada con sus bienes, intereses o 

derechos, producto de las tratativas preliminares, la 

celebración, desarrollo, ejecución y terminación del 

contrato de seguros, tal como, pero no limitada a 

dictámenes médicos, ajustes de pérdidas y peritajes, 

para la defensa de sus intereses y derechos. Lo 

anterior, pudiendo eliminarse, la información que 

constituya objetivamente, secreto industrial o 

comercial. 

 

La confidencialidad de la información no incluye ni 
comprende los estados financieros, sus ingresos, la 
custodia, los procedimientos y actividades 
administrativas, la inversión, el gasto y su evaluación, 
el balance de situación, el estado de resultados, sus 
anexos y, en general, el resto de la información 
contable, que es de carácter público. 
 

Rige a partir de su publicación.  
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Deberán someterse los estados financieros anuales a 

una auditoría externa independiente, basados en las 

normas internacionales de auditoría e información 

financiera vigentes.  La existencia de procedimientos 

estatales de control específicos no suple la necesidad 

de realizar auditorías externas independientes. 

 

Lo dispuesto en el mencionado artículo no limita a la 

Asamblea Legislativa en su función de vigilancia de la 

hacienda pública; de valerse de la Contraloría General 

de la República como órgano auxiliar para el ejercicio 

de dicha función; las atribuciones y las competencias 

de la Contraloría General de la República como órgano 

constitucional auxiliar de la Asamblea Legislativa, ni las 

comisiones legislativas que se nombren con 

fundamento en el inciso 23) del artículo 121 de la 

Constitución Política. 

 

Rige a partir de su publicación. 



6. CONSIDERACIONES FINALES: 

 

Tanto el Instituto Costarricense de Electricidad (ICE) como el Instituto Nacional de 

Seguros (INS), son instituciones públicas que se encuentran operando, hace 

algunos años, bajo el esquema de libre competencia. En ese sentido, la legislación 

nacional les concede la facultad de declarar parte de su información como 

confidencial, como una forma de resguardarse estratégicamente frente a sus 

competidores en el mercado. 

 

A pesar de ello, la Administración Pública en general debe estar sometida al control 

político y público, siendo indispensables mecanismos de rendición de cuentas 

basados en información confiable y de calidad con el fin de evaluar los resultados 

obtenidos y así fortalecer la gestión pública. 

 

De igual manera, el acceso a la información constituye un derecho fundamental al 

ciudadano, que limita el accionar público. 

 

La función principal de la confidencialidad es mantener la información sensible para 

el negocio, fuera del conocimiento general, siendo indispensable para el ejercicio 

de dicha protección que el propio interesado posea y ejerza los mecanismos 

necesarios para resguardar así los datos, por motivos estratégicos, comerciales o 

de competencia. 

 

No obstante, lo anterior, la confidencialidad no debe interponerse en contra del 

ejercicio de las funciones de control, supervisión, regulación, investigación, 

fiscalización o actividad jurisdiccional que efectúan otros entes públicos. 

 

Bajo esa perspectiva, el presente proyecto de ley pretende, entre otras cosas, 

agregar parámetros que deberán ser observados por el ICE y por el INS para que 

la potestad otorgada a ellos para dictar la confidencialidad de información sensible, 

no se convierta en un obstáculo para la fiscalización permanente relacionada con la 

administración de la Hacienda Pública. 

 

De conformidad con lo expuesto, rendimos el presente DICTAMEN AFIRMATIVO 

DE MAYORÍA sobre el proyecto de ley REFORMA DEL ARTÍCULO 35 DE LA LEY 

N° 8660, FORTALECIMIENTO Y MODERNIZACIÓN DE LAS ENTIDADES 

PÚBLICAS DEL SECTOR TELECOMUNICACIONES, DE  8 DE AGOSTO DE  

2008, Y EL ARTÍCULO 12 DE LA LEY N° 12, DEL INSTITUTO NACIONAL DE 

SEGUROS, DE 30 DE OCTUBRE DE 1924, expediente 20.909, y solicitamos al 

Plenario Legislativo su aprobación 
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LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA 
 

DECRETA: 
 

 

REFORMA DEL ARTÍCULO 35 DE LA LEY N° 8660, FORTALECIMIENTO Y 

MODERNIZACIÓN DE LAS ENTIDADES PÚBLICAS DEL SECTOR 

TELECOMUNICACIONES, DE 8 DE AGOSTO DE 2008, Y EL ARTÍCULO 12 DE 

LA LEY N° 12, LEY DEL INSTITUTO NACIONAL DE SEGUROS, DE 30 DE 

OCTUBRE DE 1924 

 

ARTÍCULO 1.- Se reforma el artículo 35 de la Ley N.° 8660, Fortalecimiento y 

Modernización de las Entidades Públicas del Sector Telecomunicaciones, de 8 de 

agosto de 2008, y sus reformas.  El texto es el siguiente: 

 

 “Artículo 35.- Manejo de información confidencial 

 

La información que el Instituto Costarricense de Electricidad (ICE) y sus 

empresas obtengan de sus usuarios y clientes será de carácter 

confidencial y solo podrá ser utilizada y compartida entre el ICE y sus 

empresas, para los fines del negocio.  Su conocimiento, por parte de 

terceros, queda restringido, salvo cuando así lo solicite una autoridad 

legalmente competente, justificando su necesidad y por los medios 

respectivos. 

 

Es confidencial la información relacionada con las actividades del ICE y 

sus empresas, calificada por estas como secreto industrial, comercial o 

económico, cuando, por motivos estratégicos, comerciales y de 

competencia, no resulte conveniente su divulgación a terceros. Para 

tales efectos, se deberá considerar lo siguiente: 

 

a) La confidencialidad de la información será declarada por el Consejo 

Directivo como órgano máximo de decisión, y deberá contener el 

fundamento técnico y legal correspondiente, así como el plazo 

durante el cual la información tendrá dicho carácter.  

 

b) La confidencialidad de la información solamente podrá aplicarse en 

aquellas actividades o servicios que se desarrollen bajo esquemas 

de libre competencia. No incluye a los segmentos de su actividad 



Expediente N.° 20.909 

 

Comisión Permanente Ordinaria de Asuntos Hacendarios  

 

que se mantengan en monopolio, ni tampoco los estados 

financieros, sus ingresos, la custodia, los procedimientos y 

actividades administrativas, la inversión, el gasto y su evaluación, 

el balance de situación, el estado de resultados, sus anexos y, en 

general, el resto de la información contable y de sus subsidiarias, 

que es de carácter público.  

 

c) Tendrán acceso a la información declarada confidencial por el ICE 

y sus empresas, las entidades públicas que, por disposición 

constitucional o legal, realicen funciones de control, supervisión, 

vigilancia o fiscalización de la Hacienda Pública, así como también 

los órganos jurisdiccionales. Tales entidades y órganos deberán 

resguardar la confidencialidad e integridad de la información frente 

a aquellos sujetos privados no autorizados expresamente por ley.” 

 

ARTÍCULO 2.- Se reforma el artículo 12 de la Ley N.° 12, Ley Instituto Nacional de 

Seguros, de 30 de octubre de 1924, y sus reformas.  El texto es el siguiente: 

 

“Artículo 12.- Manejo de información confidencial 

 

La información que obtenga el INS de sus asegurados o potenciales 

asegurados, en virtud de un contrato de seguros, su ejecución o sus 

tratativas, es de carácter confidencial y solo podrá ser utilizada para los 

fines del negocio.  Su conocimiento, por parte de terceros, queda 

restringido, salvo cuando así lo solicite una autoridad legalmente 

competente, que justifique su necesidad y por los medios respectivos. 

 

También, es confidencial la información relacionada con cualquiera de 

las actividades del INS, calificada por este como secreto industrial, 

comercial o económico, cuando por motivos estratégicos, comerciales y 

de competencia no resulte conveniente su divulgación a terceros. La 

confidencialidad de la información será declarada por la Junta Directiva 

como órgano máximo de decisión, y deberá contener el fundamento 

técnico y legal correspondiente, así como el plazo durante el cual la 

información tendrá dicho carácter.  

 

Este tipo de información solo deberá ser divulgada cuando lo considere 

conveniente la Administración, cuando un órgano jurisdiccional o alguna 

entidad pública en atención del ejercicio de sus competencias 

constitucionales o legales de control, supervisión, vigilancia o 

fiscalización de la Hacienda Pública así lo soliciten, y en los casos 
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previstos por leyes especiales,  así como cuando se refiera a información 

de divulgación general relativa a sus actividades y posición financiera, 

exigible por igual a todas las  entidades aseguradoras en virtud de su 

participación en el mercado de seguros,  de conformidad con lo 

establecido en la normativa reguladora del mercado de seguros. 

 

Toda la información que se genere a partir de las tratativas, los contratos 

y la ejecución de contratos de seguros ofrecidos por el INS, es propiedad 

de este último, salvo la información de carácter personal del cliente, que 

es confidencial y de la cual es su dueño, de conformidad con lo que al 

respecto dispone la Ley de Protección de la Persona frente al tratamiento 

de sus datos personales; Ley Reguladora del Mercado de Seguros y Ley 

Reguladora del Contrato de Seguros. Los funcionarios del INS o 

cualquier tercero que tenga acceso a esta, deberán observar lo 

dispuesto en este artículo; además deberán contar con autorización 

expresa del INS para divulgar esa información o darle un uso distinto al 

autorizado por el INS. Sin embargo, las partes contractuales, terceros 

interesados y a quienes ellos autoricen, tendrán acceso a toda aquella 

información relacionada con sus bienes, intereses o derechos, producto 

de las tratativas preliminares, la celebración, desarrollo, ejecución y 

terminación del contrato de seguros, tal como, pero no limitada a 

dictámenes médicos, ajustes de pérdidas y peritajes, para la defensa de 

sus intereses y derechos. Lo anterior, pudiendo eliminarse, la 

información que constituya objetivamente, secreto industrial o comercial. 

 

La confidencialidad de la información no incluye ni comprende los 

estados financieros, sus ingresos, la custodia, los procedimientos y 

actividades administrativas, la inversión, el gasto y su evaluación, el 

balance de situación, el estado de resultados, sus anexos y, en general, 

el resto de la información contable, que es de carácter público. 

 

Rige a partir de su publicación.  

  



Expediente N.° 20.909 

 

Comisión Permanente Ordinaria de Asuntos Hacendarios  

 

DADO EN LA SALA DE COMISIONES LEGISLATIVAS VI, A LOS CATORCE DÍAS DEL 

MES DE AGOSTO DE DOS MIL DIECINUEVE. 

 

 

 

 

ANA LUCÍA DELGADO OROZCO   RODOLFO PEÑA FLORES 
PRESIDENTA      SECRETARIO A. I. 
 
 
 
 
 
CARLOS AVENDAÑO CALVO   EDUARDO CRUICKSHANK SMITH 
 
 
 
 
 
LAURA GUIDO PÉREZ    JONATHAN PRENDAS RODRIGUEZ 
 
 
 
 
 
WAGNER JIMÉNEZ ZÚÑIGA   PEDRO MUÑOZ FONSECA  
 
   
 
 
 
 
WELMER RAMOS GONZÁLEZ   OTTO VARGAS VÍQUEZ  
   
 
 
 
 
 

GUSTAVO VIALES VILLEGAS  
DIPUTADOS 

 
 


